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Exp.333/2025-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 333/2025-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCIÓN DE CATASTRO MUNICIPAL Y TESORERO MUNICIPAL; AMBAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE POZOS, S.L.P.
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA 

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a cuatro de junio de dos mil veintiséis.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 333/2025-2 promovido por la C. **********contra actos emitidos por la  DIRECCIÓN DE CATASTRO MUNICIPAL Y TESORERO MUNICIPAL; AMBAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE POZOS, S.L.P.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el primero de agosto de dos mil veinticinco, la C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Dirección de Catastro Municipal y Tesorero Municipal; ambas autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de Villa de Pozos, S.L.P., por los actos y pretensiones que a continuación se precisan:
“Reclamo el oficio ********** de fecha 06 seis de enero de 2025 a través de la cual la Dirección de Catastro de Villa de Pozos determinó con absoluta falta de fundamentación y motivación, negar un ajuste al valor catastral relativo a los predios enunciados en mi petitoria de fecha 18 dieciocho de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, bajo el velado argumento de que no cuento con legitimación para ello, soslayando considerar que se anexó copia certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado.”

“Reclamo el oficio ********** de fecha 13 trece de enero de 2025 a través de la cual la Tesorería Municipal de Villa de Pozos determinó con absoluta falta de fundamentación y motivación, negar la entrega de las liquidaciones para pago de predial relativos a los predios enunciados en mi petitoria de fecha 18 dieciocho de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, soslayando considerar que se anexó copia certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado: y motivación, negar la entrega de las liquidaciones para pago de predial relativos a los predios enunciados en mi petitoria de fecha 18 dieciocho de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, soslayando considerar que se anexó copia certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado.

Reclamo la omisión y negativa de la autoridad en cumplir a cabalidad con lo preceptuado en el Decreto 1074, publicado en el Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis" el día 22 veintidós de julio de dos mil veinticuatro, por el cual se erige en el Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el Municipio Libre de Villa de Pozos, en relación directa con los postulados del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
Reclamo la omisión y negativa de atender, observar, valorar y acatar el contenido del mandado judicial la resolución definitiva dictada el 27 de junio de 2023 dos mil veintitrés en el juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado, en la cual la Justicia de la Unión Ampara y Protege a la suscrita contra el Decreto Legislativo 0581, en que se fijan los valores de suelo urbano y de construcción, para el ejercicio fiscal 2023.”

II.- Por auto de fecha quince de abril de dos mil veinticinco, se requirió a la promovente del juicio para que exhibiera las  documentales consistentes en copia fotostática certificada del Instrumento Notarial número **********, Libro ********** consignado ante la Fe del Licenciado **********, Notario Público Número ********** con ejercicio en esta ciudad capital; así como la copia fotostática certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado; así como el acuse de recibo del escrito de fecha dieciocho de diciembre de dos mil dieciocho; documentales a que hace referencia en su escrito de demanda y que ofreció como pruebas. Apercibida que en caso de no cumplir con dicho requerimiento se le tendría por desechadas dichas documentales.
III.- Por auto de fecha veintiocho de mayo de dos mil veinticinco, se tuvo a la promovente del juicio por contestando el requerimiento formulado en auto dictado el quince de abril de dos mil veinticinco y por exhibido las pruebas documentales requeridas en el citado auto.

 Por otra parte, se tuvo por admitida la demanda, ordenándose correrle traslado a la autoridad demandada, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibieran las pruebas que estimara pertinentes.
IV.- Por auto de fecha dieciocho de agosto de dos mil veinticinco, se tuvo a las autoridades demandadas, por contestando la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora.

Así mismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II, y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron ofrecidas las pruebas ofrecidas en el escrito de demanda y contestación de la misma.

Por otra parte se señalaron las once horas del ocho de septiembre de dos mil veinticinco, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de la partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracción I, 9 fracción III, 24, 33, 34, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2, 217, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y un Organismo Público, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La personalidad de la Actora en su carácter de apoderada legal de los CC. **********, quedo acreditada con el instrumento notarial número **********, Libro ********** consignado ante el Notario Público número ********** con ejercicio en esta Ciudad;, así mismo acreditó su interés jurídico conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, al acompañar los actos impugnados; documentales que obran a fojas de la 22 a la 26 del expediente en el que se actúa.

Por su parte, los CC. **********, en su calidad de Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de Pozos; y el C. **********, en su carácter de Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Villa de Pozos, acreditaron su personalidad acompañando el nombramiento expedido a su favor, documentales que obran a fojas 99 y 100 del expediente en el que se actúa.

A las documentales anteriormente referidas, se les otorga valor probatorio pleno, según lo establecido por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del siguiente acto:

“Reclamo el oficio ********** de fecha 06 seis de enero de 2025 a través de la cual la Dirección de Catastro de Villa de Pozos determinó con absoluta falta de fundamentación y motivación, negar un ajuste al valor catastral relativo a los predios enunciados en mi petitoria de fecha 18 dieciocho de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, bajo el velado argumento de que no cuento con legitimación para ello, soslayando considerar que se anexó copia certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado.”

“Reclamo el oficio ********** de fecha 13 trece de enero de 2025 a través de la cual la Tesorería Municipal de Villa de Pozos determinó con absoluta falta de fundamentación y motivación, negar la entrega de las liquidaciones para pago de predial relativos a los predios enunciados en mi petitoria de fecha 18 dieciocho de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, soslayando considerar que se anexó copia certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado: y motivación, negar la entrega de las liquidaciones para pago de predial relativos a los predios enunciados en mi petitoria de fecha 18 dieciocho de diciembre de 2018 dos mil dieciocho, soslayando considerar que se anexó copia certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado.

Reclamo la omisión y negativa de la autoridad en cumplir a cabalidad con lo preceptuado en el Decreto 1074, publicado en el Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis" el día 22 veintidós de julio de dos mil veinticuatro, por el cual se erige en el Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el Municipio Libre de Villa de Pozos, en relación directa con los postulados del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
Reclamo la omisión y negativa de atender, observar, valorar y acatar el contenido del mandado judicial la resolución definitiva dictada el 27 de junio de 2023 dos mil veintitrés en el juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado, en la cual la Justicia de la Unión Ampara y Protege a la suscrita contra el Decreto Legislativo 0581, en que se fijan los valores de suelo urbano y de construcción, para el ejercicio fiscal 2023.”

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.

En ese sentido, se tiene que las autoridades demandadas al momento de producir su contestación de demanda, hace valer la causal de sobreseimiento establecida en el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, ya que los actos impugnados no fueron emitidos de forma imperfecta.
A juicio, de esta Sala Unitaria, dicha causal de improcedencia resulta ser infundada, ya que es de resolverse en el fondo del asunto.

Por otra parte, se debe de manifestar que de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- La parte actora hizo valer en su escrito inicial de demanda  los conceptos de impugnación que se advierten a fojas de la 08 a la 19 de autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Al respecto, es aplicable la siguiente Tesis: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer..- Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.”

SEXTO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, la suscrita Magistrada procede al estudio del único concepto de impugnación que hace valer la impetrante en su escrito inicial de demanda, en el que medularmente hace valer que la autoridad emisora no fundamentó y motivo de forma correcta los actos impugnados.

A juicio de la suscrita Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación en estudio, es fundado y por lo tanto, suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada; en virtud de las consideraciones que a continuación se exponen.

Se califica de fundado el argumento en reseña dado que el accionante controvierte un elemento fundamental de la legalidad de un acto de autoridad
, a saber la fundamentación y motivación de los actos de autoridad; por lo que resulta necesario establecer un breve resumen de dicho conceptos, antes de estudiar la legalidad del acto controvertido.

En principio, no debe perderse de vista que conforme a lo previsto en los artículos 16 primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 
Por tanto, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que tenga conocimiento en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida, debiendo de estar debidamente fundados y motivados.
 
En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse con la debida fundamentación y motivación.

Así, se tiene entonces que todo acto de molestia, que se dé a conocer a los particulares, a efecto de que sea legal, debe cumplir entre otros requisitos, con la debida fundamentación y fundamentación. 
Ahora bien, se debe de establecer, que las autoridades demandadas, al momento de producir su contestación de demanda niegan que en los escrito dirigidos a su persona, no se hayan acompañado a los mismos los documentos consistentes en la  copia fotostática certificada del Instrumento Notarial número **********, Libro ********** consignado ante la Fe del Licenciado **********, Notario Público Número ********** con ejercicio en esta ciudad capital; así como la copia fotostática certificada de la resolución emitida dentro del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado.
Establecido lo anterior, en los actos impugnados, no se pronuncian respecto de las documentales anteriormente citadas, por lo que procede declarar su ilegalidad e invalidez.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción II, 251 y 252
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del acto impugnado, por lo que la autoridad demandada deberá de dictar un nuevo acto debidamente fundado y motivado, en donde con libertad de jurisdicción resuelva si la parte actora cuenta con legitimación para instar su solicitud; y en caso de contar con esta, se pronuncie de la forma siguiente:
· Emita las liquidaciones atinentes a cada predio enlistado en la petitoria de origen;

· En vía de consecuencia, determinar se es aplicable o no el ajuste al valor catastral solicitado por la parte actora, por cada predio en razón de la ejecutoria de amparo que dio origen a esta contienda.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, fracción I, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 217, 248, 249 y 250, fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad del acto impugnado; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y efectos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese a las partes por correo electrónico.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Tesis: de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.


� “ARTÍCULO 252…


…


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:





I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…”


 �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:





II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


…”


ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.





En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley.





ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





